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RESUMEN: Este trabajo pretende otorgar una visión general de dos elementos distintos pero 
relacionados con respecto a la digitalización del empleo en el sector público. El primero de ellos, la 
transposición del Acuerdo Marco sobre Teletrabajo, ejercicio que muestra cómo el sector público 
es tratado residualmente tanto en Bélgica como en los Países Bajos. La segunda parte analiza 
cómo la digitalización tiene un impacto en la creciente tendencia a la flexibilidad en el sector 
público. Los contratos de trabajo se han convertido en el estándar en los Países Bajos y en una 
opción creciente en Bélgica. Los políticos invocan la búsqueda de flexibilidad, lo que incluso 
conduce al uso de más contratos temporales y formas temporales de empleo en el sector público 
debido a la digitalización del trabajo. Parece que la digitalización debilita el estado tradicional de 
los empleados públicos en Bélgica y los Países Bajos. Ambos elementos indican que las 
relaciones laborales en el sector público parecen estar influenciadas e incluso debilitadas por la 
evolución de la legislación laboral. 
PALABRAS CLAVE: digitalización; empleados públicos; funcionarios; flexibilidad. 
SUMARIO: I. Introducción. II. El Acuerdo Marco sobre Teletrabajo. III. Bélgica: la influencia del 
Teletrabajo. IV. Teletrabajo en Los Países Bajos. V. Conclusión relativa al teletrabajo.- VI. El 
trabajo flexible en el sector público de los Países Bajos. VII. Trabajo flexible en Bélgica. VIII. 
Conclusión sobre la flexibilidad en relación con el Estatuto de Funcionarios. IX. Conclusión general. 
 
RIGHTS OF PUBLIC EMPLOYEES WEAKENED BY THE IMPACT OF 
DIGITALIZATION IN LABOUR RELATIONS (BELGIUM AND THE 
NETHERLANDS) 
ABSTRACT: The contribution tries to grant an overview of two distinct but linked elements with 
regard to the digitalization of employment in the public sector. First, the transposition of the 
Framework Agreement on Telework shows how the public sector is treated as the poor relation in 
Belgium and the Netherlands. The second part analyses how digitalization has an impacto n the 
growing tendecy of flexibility in the public sector. Contracts of employment have become the 
standard in the Netherlands and a growing option in Belgium. Politicians invoke the search for 
flexibility which even leads to use of more temporary contracts and temporary forms of employment 
in the public due to the digitalization of the work. It seems that digitalization weakens the traditional 
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status of public servants in Belgium and the Netherlands. Both elements indicates that labour 
relations in the public sector seem to be influenced and even weakened by evolutions in labour law.  
KEYWORDS: digitalization; public employees; civil servants; flexibility. 
SUMMARY: I. Introduction. II. The Framework Agreement on Teleworking. III. Belgium: the 
influence of Teleworking. IV. Teleworking in The Netherlands. V. Conclusion concerning 
teleworking.- VI. Flexible work in the public sector in The Netherlands. VII. Flexible work in Belgium. 
VIII. Conclusion on flexibility in relation to the Staff Regulations. IX. General conclusion. 
 
I. INTRODUCCIÓN 
El empleo en el sector público ha experimentado cambios significativos en los últimos 
años. El teletrabajo experimentó un importante crecimiento y el sector público deseaba 
tener un papel principal en el desarrollo de las cuestiones relativas al teletrabajo. El 
punto de partida se ha de situar en el Acuerdo Marco sobre Teletrabajo que se remonta 
al 16 de julio de 2002. El Acuerdo Marco sobre Teletrabajo
1
 fue celebrado entre los 
agentes sociales señalándose que su ámbito de aplicación se extendía tanto al sector 
público como al privado. Este acuerdo formaba parte del diálogo entre los interlocutores 
sociales a escala europea y fue introducido tras la Decisión de la Comisión Europea 
98/500/CE. Este Acuerdo Marco introdujo las consiguientes regulaciones en lo referente 
al teletrabajo.  
La digitalización afecta a muchos aspectos diferentes. El trabajo que ahora se 
presenta iniciará el desarrollo de un área digital en el sector público que se analizará 
desde la perspectiva de la introducción de la regulación relativa al teletrabajo. La 
regulación con respecto al teletrabajo implicaba una nueva forma de empleo. Debido a 
los medios digitales, se hizo posible extender la oficina en el lugar de trabajo a la oficina 
en casa. Sin embargo, el traslado del lugar de trabajo implica significativos modelos 
organizativos alternativos sobre el tiempo de trabajo con respecto a los funcionarios.  
La atención se centra en dos temas distintos.  
En Bélgica y en los Países Bajos, el desarrollo de una regulación con respecto a la 
digitalización en el sector público comenzó con regulaciones relativas al teletrabajo. Se 
muestran las primeras dificultades que surgieron con la introducción de las posibilidades 
de trabajo digital en el proceso de negociación colectiva en el sector público. La 
incorporación del Acuerdo Marco Europeo sobre Teletrabajo de 16 de julio de 2002 a la 
legislación nacional puede considerarse el primer convenio colectivo entre los 
interlocutores sociales a nivel de la UE. El Acuerdo Marco debía considerarse un 
                                                             
1
 El Acuerdo Marco sobre Teletrabajo de 16 de julio de 2002 puede ser consultado en 
https://www.etuc.org/en/framework-agreement-telework   
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instrumento de Derecho indicativo que debía incorporarse al Derecho nacional. Se 
expondrá cómo se ha resuelto este tema en Bélgica y en los Países Bajos.  
Una vez que se haya tratado la puesta en marcha del Acuerdo Marco sobre 
Teletrabajo de 16 de julio de 2002, se hablará sobre el último impacto de la digitalización 
en las condiciones de trabajo y en el empleo en el sector público debido tanto a la 
influencia de la UE como al impacto de la digitalización en el sector público.  
II. EL ACUERDO MARCO SOBRE TELETRABAJO 
Las organizaciones de empresarios y los sindicatos declararon en las 
consideraciones generales (§1) del Acuerdo Marco sobre el Teletrabajo de 16 de julio de 
2002 que los interlocutores sociales ven el teletrabajo como un medio para que las 
empresas y las organizaciones del servicio público modernicen la organización del 
trabajo. 
Esto significaba que la incorporación del Acuerdo Marco sobre Teletrabajo, que 
describía el teletrabajo como una forma de organización y/o de realización del trabajo, 
utilizando las tecnologías de la información en el marco de un contrato o de una relación 
de trabajo, en la cual un trabajo que podría ser realizado igualmente en los locales de la 
empresa, se efectúa fuera de estos locales de forma regular. El presente acuerdo se 
aplica a los teletrabajadores. Se entiende por teletrabajador toda persona que efectúa 
teletrabajo según la definición anterior (§ 2).  
El objetivo del Acuerdo Marco era ofrecer la posibilidad de modernizar las formas de 
trabajo mediante el uso de la tecnología. El Acuerdo Marco sobre el Teletrabajo intentó 
lanzar una regulación común para este tipo de trabajo digital fuera de la oficina con 
carácter voluntario.  
El Acuerdo Marco regula elementos específicos como la protección de datos, la vida 
privada, los equipamientos, la salud y la seguridad, la organización del trabajo, la 
formación, y los derechos colectivos. 
La aplicación del Acuerdo Marco debía realizarse a través de los interlocutores 
sociales en un plazo de tres años.  
En particular, para Bélgica y los Países Bajos significaba que los interlocutores 
sociales tenían que incorporar esta regulación.  
III. BÉLGICA: LA INFLUENCIA DEL TELETRABAJO 
Como ya se ha mencionado, el objetivo del Acuerdo Marco era ofrecer la posibilidad 
de modernizar las formas de trabajo mediante el uso de la tecnología. El Acuerdo Marco 
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sobre el Teletrabajo intentó lanzar una regulación común para este tipo de trabajo digital 
fuera de la oficina.  
Es obvio que el teletrabajo no encajaba en las normas aplicables con respecto a la 
legislación laboral en Bélgica.
2
 El Acuerdo Marco indicaba claramente en el art. 3 que el 
teletrabajo tiene carácter voluntario, pero no afecta al estatus laboral del trabajador. 
Asimismo, el Acuerdo garantizaba los mismos derechos al teletrabajador, aunque podría 
ser necesario adaptar algunos aspectos de los convenios individuales o colectivos. El 
Acuerdo Marco limitaba su ámbito de aplicación a los reglamentos relativos a los equipos 
(que debían ser suministrados por la empresa), las cuestiones de privacidad, la 
protección de datos y la salud y la seguridad.  
Bélgica se ocupó de la introducción del Acuerdo Marco para el teletrabajo adoptando 
un convenio colectivo en el Consejo Nacional del Trabajo, en el que están representados 
paritariamente las organizaciones de empresarios y los sindicatos. El convenio colectivo 
número 85 de 9 de noviembre 2005 reguló el Acuerdo Marco Europeo en la legislación 
belga.
3
 Sin embargo, el ámbito de aplicación del Convenio Colectivo número 85 se limita 
al sector privado, de conformidad con el párrafo tercero del art. 2 de la Ley de 5 de 
diciembre de 1968 relativa a los convenios colectivos y los comités mixtos y al art. 1 de la 
Ley de 19 de diciembre de 1974 sobre las relaciones entre las autoridades y los 
sindicatos de su personal.  
Aunque en el Acuerdo Marco se optó claramente por su aplicación en los sectores 
público y privado, esta aplicación, aunque muy limitada, pareció satisfacer a los 
interlocutores sociales en su informe de 28 de junio de 2006. A lo largo de todo este 
informe se cita a Bélgica exclusivamente sobre la base de la aplicación de este convenio 
colectivo. 
El informe citado no dedica una sola palabra al sector público. Al contrario, el informe 
indica, de forma explícita, que Bélgica incorporó el Acuerdo Marco a su ordenamiento a 
través de un convenio colectivo celebrado entre las organizaciones de empresarios y los 
sindicatos del sector privado. En el documento no se menciona en ninguna parte cómo 
habría de aplicarse aquél en el sector público
4
 o, para ser más exactos, que el Acuerdo 
Marco tenga que incorporarse en Bélgica de forma diferente.  
Sin embargo, a pesar de que el Acuerdo Marco tenía por objeto su aplicación en los 
sectores público y privado, los interlocutores sociales europeos no encararon la dificultad 
                                                             
2
 K. SALOMEZ, “Telewerk een bijzondere vorm van huisarbeid naar geldend en komend recht?”, 
Soc. Kron., 2006, 121 
3
 El convenio colectivo número 85 de 9 de noviembre 2005 sobre el teletrabajo to be found on 
www.cnt-nar.be/ cao-coord/ cao-085 
4
 Implementation of the European Framework Agreement on Telework of 16 July 2002 to be 
found on https://www.etuc.org/en/framework-agreement-telework, 7.  
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de la aplicación del Acuerdo Marco sobre Teletrabajo al sector público, probablemente 
porque su introducción exigía un largo período de reformas en el sector público de 
Bélgica. 
5
 
Son dos los motivos de la complejidad de la aplicación de dicho Acuerdo Marco en el 
sector público. 
En primer lugar, el sector público belga no integra a un grupo definido de empleados. 
Bélgica tiene una estructura estatal federal. Esto significa que, este estado federal, está 
constituido por 6 entidades subestatales: 3 comunidades (de habla flamenca, francesa y 
alemana) y 3 regiones (Flamenca, Valona y Bruselas-Capital). Todas estas entidades 
cuentan con administraciones centrales e instituciones públicas que se rigen por un 
reglamento especial en lo que respecta a su personal. Existen instituciones específicas 
que se instalan en la frontera entre el sector público y privado. Estas instituciones son, 
por ejemplo, la empresa de servicios postales (Bpost) u otras entidades regionales 
semiautónomas, como las empresas de agua (De Watergroep). Estas constituyen una 
forma híbrida que se complica aún más debido a la estructura del Estado belga. Estas 
instituciones tuvieron que transformarse a través de sus propios consejos reguladores.  
Los empleados del sector público en todos estos niveles (funcionarios
6
 y empleados 
públicos
7
) se someten a diferentes reglamentos promulgados a nivel federal, regional o 
incluso local. Así por ejemplo, se faculta por Real Decreto la promulgación de 
reglamentos relativos a los funcionarios públicos nombrados por las administraciones 
centrales a nivel nacional. A esta potestad se le denomina “poder de promulgación 
autónoma por Real Decreto”.
8
 En el caso de las instituciones de Derecho público, el 
Parlamento puede, sobre el papel, elaborar el estatuto jurídico de los funcionarios 
públicos que prestan servicio en dichas instituciones. En la mayoría de los casos, el 
Parlamento otorga esta capacidad al poder ejecutivo o al consejo (dependiendo del nivel 
                                                             
5
 Implementation of the European Framework Agreement on Telework of 16 July 2002 to be 
found on https://www.etuc.org/en/framework-agreement-telework, 7. 
6
 El artículo utiliza, consecuentemente, el término "funcionario público" para referirse al personal 
designado unilateralmente en el sector público al que se le concede un estatuto específico debido 
a este nombramiento unilateral. Para más profundidad sobre este tema, vid. A. DE BECKER, “The 
Legal Status of Public Employees or Public Servants: Comparing the regulatory frameworks in the 
UK, Belgium, France and The Netherlands”, Comparative Labor Law and Policy Journal, 2011/4, 
949-955. 
7
 Los empleados públicos lo constituyen el personal que están empleados con contratos de 
trabajo. Un contrato de trabajo incluye un acuerdo bilateral con consentimiento legal. El estatuto 
jurídico de estos funcionarios públicos se rige por el derecho laboral común, pero el reglamento de 
negociación colectiva es el mismo que el de los funcionarios públicos. Para más profundidad sobre 
este tema, vid. A. DE BECKER, “The Legal Status of Public Employees or Public 
Servants:Comparing the regulatory frameworks in the UK, Belgium, France and The Netherlands”, 
Comparative Labor Law and Policy Journal, 2011/4, 949-990. 
8
 B. WEEKERS, Personeel en organisatie, Bruges, die Keure, 2003, 30. 
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de autonomía de la institución). Dado que los funcionarios públicos están sometidos a un 
régimen realizado unilateralmente, la elaboración de un marco reglamentario es de 
máxima importancia. Por lo tanto, cada una de las entidades públicas tuvo que negociar 
y consultar a sus sindicatos a fin de regular estos temas. Los párrafos 2 y 3 del art. 87 de 
la Ley especial de 8 de agosto de 1988 establecen claramente que cada nivel estatal y 
subestatal es competente para promulgar reglamentos relativos a sus propios 
funcionarios públicos. Las mismas normas de negociación colectiva son aplicables en el 
sector público para los funcionarios y para los empleados públicos, aunque la regulación 
de la relación laboral individual de los funcionarios públicos se rige por el derecho 
administrativo, mientras que la condición jurídica individual de los empleados públicos se 
rige por el derecho laboral (privado).
9
  
En segundo lugar, el proceso de negociación colectiva puede ser idéntico para los 
funcionarios públicos y los empleados públicos. Este no es el caso de las condiciones 
individuales de trabajo y empleo de los empleados públicos (personal con un contrato de 
trabajo). Su estatuto jurídico es competencia exclusiva de la autoridad federal (nacional), 
y actualmente se recoge en la Ley Federal de Contratos de Trabajo de 3 de julio de 
1978. Esta ley contenía y, sigue conteniendo, disposiciones relativas al trabajo a 
domicilio. Esas disposiciones no se redactaron para ser aplicadas a los empleados del 
sector privado, ya que el párrafo 1 del art. 119 de la Ley de contratos de trabajo dispone 
que el título relativo al trabajo a domicilio no es aplicable a los empleados con contrato 
en base a un convenio colectivo. Esto significaba que para todos los empleados con 
contrato del sector público era plenamente aplicable la reglamentación relativa al trabajo 
a domicilio que figura en el título de la Ley de contratos de trabajo, mientras que para el 
personal contractual del sector privado no se aplicaban estas disposiciones.   
La consecuencia de esta regla fue que, mientras que para la mayoría de los 
funcionarios públicos el poder competente promulgó la regulación aplicando el Acuerdo 
Marco legal sobre Teletrabajo, los empleados con contrato de todo el sector público 
fueron sometidos a otra regulación.  
Por tanto, el teletrabajo requería una atención específica. Por un lado, en el caso de 
los funcionarios públicos, se regulaba a nivel (sub)estatal en función del grupo 
destinatario de funcionarios públicos (a nivel federal, subestatal o local). Por otra parte, la 
regulación de los empleados públicos debe ajustarse al marco de la legislación laboral 
vigente.  
                                                             
9
 R. JANVIER, Contractanten in overheidsdienst, Ghent, Mys & Breesch, 1997, 4-5. 
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Si se ofrece una visión general limitada de la normativa existente, servirá para 
identificar la dificultad de introducir una normativa adecuada para los funcionarios del 
sector público.  
A nivel federal, las largas negociaciones condujeron a la promulgación del Real 
Decreto de 22 de noviembre de 2006 que regulaba el teletrabajo en total concordancia 
con el Acuerdo Marco europeo.
10
 La promulgación del Real Decreto resolvió la situación 
jurídica de los funcionarios públicos en relación con el teletrabajo, pero sólo era aplicable 
a los funcionarios públicos federales. Los empleados públicos federales se debieron 
someter a las mismas normas que los funcionarios públicos federales. Sin embargo, se 
produjo una diferencia importante debido a la regulación del art. 5, apartado 2, del Real 
Decreto de 22 de noviembre de 2006, que establece que no se concederá ninguna 
indemnización ni prima en concepto de gastos por el trabajo realizado en el domicilio. 
Esta situación crea una significativa distinción entre los empleados públicos a nivel 
federal y los empleados públicos de otros niveles. Debido a la inexistencia de normas 
legislativas para los funcionarios públicos regionales, sigue siendo aplicable la Ley de 3 
de julio de 1978 relativa a los Contratos de Trabajo. Esta ley contiene disposiciones para 
los trabajadores a domicilio. El art. 119.6 de la Ley de Contratos de Trabajo establece 
explícitamente que el trabajador a domicilio recibe una indemnización del 10% de su 
salario para cubrir los gastos que realiza por trabajar en su domicilio. Esto creó una 
importante distinción entre los diferentes grupos de teletrabajadores. Los funcionarios 
públicos federales y los empleados públicos federales no reciben ninguna cantidad extra 
mientras que los empleados con contrato del sector privado sí lo reciben.
11
  
Los trabajadores por cuenta ajena de la Región Flamenca también están sujetos a 
una normativa distinta a la de los trabajadores por cuenta ajena de la estructura federal. 
Los flamencos limitaron el ejercicio de sus competencias mediante la adopción de una 
circular que implica que los trabajadores por cuenta ajena de la Región Flamenca y de la 
Comunidad se someten a la misma reglamentación que sus compañeros, es decir, los 
funcionarios. Una vez más, la regulación es distinta de la de los trabajadores por cuenta 
ajena en el sector privado.  
Del mismo modo, en la Región Valona, un Decreto del Gobierno valón de 7 de abril 
de 2011 se aplica tanto a los funcionarios y como a los empleados públicos. Esto lleva 
una vez más al tratamiento diferenciado entre los empleados con contrato en el sector 
público y en el privado, ya que, una vez más, este Decreto no dice nada de cómo se 
debe autorizar una asignación o una bonificación a los empleados públicos.  
                                                             
10
 X., “Incidenteel telewerk mogelijk bij de overheid”, Juristenkrant, 2011, afl. 239, 2 
11
 E. MARTINEZ, E. KRZESLO, J. DE SCHAMPHELEIRE and A. DE BECKER, Telewerk in de 
publieke sector, Brussels, FOD WASO, 2006, 20. 
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La Región de Bruselas Capital ha adaptado la reglamentación relativa a sus 
funcionarios y empleados públicos mediante el Decreto de 26 de enero de 2017. De 
nuevo, en esta ocasión tampoco se prevé nada con respecto a las derogaciones de la 
Ley específica sobre los trabajadores a domicilio. Se crea, una vez más, una similitud 
entre los funcionarios y los empleados públicos.
12
 
Lo expuesto hasta el momento muestra las limitaciones del diálogo social en el sector 
público en relación con dos temas diferentes. El Diálogo Social Europeo celebró su 
primer Acuerdo Marco indicando que debía ser aplicado en los sectores público y 
privado; ámbito de aplicación que se encuentra en consonancia con la jurisprudencia 
general del Tribunal de Justicia y con la definición autónoma del concepto "trabajador", 
definición que existe desde la sentencia en el asunto Lawrie Blum. 
13
 
Con todo y con eso, la mixtura de ambas formas de empleo conduce a negociaciones 
muy difíciles en el marco jurídico belga. Las negociaciones colectivas sólo parecen tener 
en cuenta la condición jurídica de los funcionarios públicos. En la lógica de estas 
negociaciones, los sindicatos del sector público belga no hacen ninguna distinción entre 
funcionarios y empleados públicos. Por esto, cabe concluir que los empleados públicos 
en Bélgica (con respecto al teletrabajo) están en peor situación en el sector público que 
en el privado. Su protección no queda tan garantizada en el sector público como en el 
privado.  
Está claro que el objetivo del Acuerdo Marco sobre teletrabajo, armonizar la 
reglamentación con respecto al teletrabajo, comporta una aplicación muy diversa del 
citado Acuerdo. Sin embargo, el informe sobre la aplicación del Acuerdo Marco sobre 
Teletrabajo no menciona el más mínimo problema en relación a este tema. Ya se ha 
discutido anteriormente que la aplicación de la normativa de la Unión Europea en materia 
de Derecho laboral y relaciones laborales, que trata de combinar en su ámbito de 
aplicación los sectores público y privado, es muy difícil de llevar a la práctica a nivel 
nacional. 
14
 
Las regulaciones en Bélgica son un ejemplo perfecto de la incertidumbre que esto 
genera en las negociaciones colectivas. Este tema ha sido poco investigado en la 
doctrina jurídica belga, pero es un indicador importante de cómo se subestima el 
fenómeno de la digitalización y las negociaciones colectivas en el desarrollo de un 
                                                             
12
 X, “Telewerk voor gewestambtenaren in Brussel”, NjW 2012, 415-416. 
13
 A. DE BECKER, “We are keeping a secret: 
The Increasing Equivalence of Civil Service Concepts in the European Union”, European Labour 
Law Journal, 2011/4, 356-378. 
14
 A. DE BECKER, “We are keeping a secret: The Increasing Equivalence of Civil Service 
Concepts in the European Union”, European Labour Law Journal, 2011/4, 370. 
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estatuto laboral común tanto para los funcionarios públicos como para los empleados 
públicos.  
IV. TELETRABAJO EN LOS PAÍSES BAJOS 
La libertad a la hora de incorporar el Acuerdo Marco sobre Teletrabajo dio lugar a un 
debate muy polémico sobre la regulación legal resultante de este proceso de 
incorporación. Los Países Bajos decidieron limitar la incorporación del Acuerdo Marco a 
la recomendación relativa al teletrabajo de 11 de septiembre de 2003 de la Labour 
Foundation
15
 (Órgano consultivo nacional de derecho privado). La Recomendación de la 
Labour Foundation se refiere básicamente a los convenios colectivos a nivel de los 
distintos ámbitos en el sector privado, sin hacer mención al sector público.  
Los Países Bajos, como Bélgica (y España) no hacen una distinción entre 
funcionarios públicos y empleados públicos.  
El informe sobre la aplicación del Acuerdo Marco sobre Teletrabajo no hace mención 
alguna al sector público neerlandés. Queda claro, una vez más, que la UE sigue sin ser 
consciente de las consecuencias de sus acciones. Con todo, el art. 67 del Decreto 
General sobre Funcionarios Públicos dispone desde 2001 que se pueden promulgar 
reglamentos con respecto al teletrabajo. Se esperó hasta 2019 para desarrollar un 
reglamento marco en el que se permite el teletrabajo en el caso de que los funcionarios 
públicos lo soliciten y sea concedido por Real Decreto; tras él, el funcionario público y las 
autoridades habrán de redactar un acuerdo escrito sobre el impacto del teletrabajo en las 
condiciones de trabajo. Lo que esto significa es que los Países Bajos acaban de 
introducir un sistema para sus funcionarios públicos que no se basa en absoluto en el 
Acuerdo Marco sobre teletrabajo.  
La situación del sector público neerlandés cambiará en un futuro próximo, ya que la 
Ley de 9 de marzo de 2017 estipulaba que en el futuro todos los funcionarios públicos 
serán contratados a través de los correspondientes contratos de trabajo, a excepción de 
los jueces, los funcionarios del ejército (ciudadanos y soldados) y los funcionarios de 
policía. La regulación marco neerlandesa para el teletrabajo en el sector público se 
adapta a esta nueva formulación, ya que debe alcanzarse un acuerdo entre el empleado 
público y el Estado como empleador. La nueva regulación ha facilitado la aplicación de la 
legislación con respecto al teletrabajo.  
                                                             
15
 Stichting van de Arbeid, “Aanbeveling inzake telewerk”, The Hague, 2013, 23p. puede ser 
consultado en http://ww.stvda.nl/Stvda/Aanbevelingen/aanbeveling20130911_pdf 
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V. CONCLUSIÓN RELATIVA AL TELETRABAJO 
Con respecto al teletrabajo, la divergencia entre el sector público y el privado es 
patente en Bélgica y en los Países Bajos. Parece que las instituciones de la UE no son 
conscientes o no quieren ser conscientes de las dificultades que implica la aplicación del 
teletrabajo en los sectores público y privado. Aunque se puede considerar que las 
regulaciones sobre el teletrabajo tienen un impacto limitado en la digitalización en 
general, la falta de control sobre cómo se aplicó el Acuerdo Marco sobre Teletrabajo en 
el sector público muestra la falta de interés por este sector desde el espacio europeo.  
VI. EL TRABAJO FLEXIBLE EN EL SECTOR PÚBLICO DE LOS PAÍSES BAJOS 
Aunque el teletrabajo puede ser considerado como el punto de partida para el debate, 
la digitalización en el sector público tiene un impacto importante.  
El Estatuto de los funcionarios de los Países Bajos ha sido objeto de una reforma muy 
importante en la Ley de 9 de marzo de 2017 relativa a la "normalización" del estatuto 
jurídico de los funcionarios públicos. El término "normalización" implica que los 
funcionarios públicos que trabajan para las autoridades neerlandesas ya no estarían 
empleados en base a un estatuto específico regulado unilateralmente, sino a través de 
contratos de trabajo.
16
 Esta importante reforma debería estar totalmente finalizada para 
finales de 2019. Los decretos de ejecución de esta Ley deberán ser ejecutados a finales 
de este año.  
La reforma legal se está llevando a cabo en este momento sobre las opciones 
fundamentales en materia de trabajo flexible. El trabajo flexible es considerado en el 
derecho laboral y administrativo neerlandés una forma típica de empleo en la que los 
contratos temporales son la norma. Es obvio que esto no encaja dentro de la actual 
situación jurídica de los funcionarios públicos, que seguirá vigente hasta finales de este 
año. Los funcionarios públicos designados unilateralmente disfrutan de la llamada 
seguridad de empleo durante su carrera. Esto significa que sólo pueden ser despedidos 
en base a las disposiciones que se estipulan en el reglamento relativo a estos 
funcionarios públicos. Sin embargo, la reforma de la Ley de 9 de marzo de 2017 abre la 
puerta a nuevas formas de empleo en las que puede restringirse este modelo de carrera 
funcionarial.
17
 
                                                             
16
 B. BARENTSEN,, “Ambtenaren, arbeidsovereenkomsten en CAO’s - Voorbeeld van het 
dubbele regime van de onderwijssector - Normalisering ambtelijke rechtspositie”, NJB, 2017, 508-
516. 
17
 B. BARENTSEN, “De Ambtenarenwet 2017” in B. BARENTSEN, N. HUMMEL and S.F.H. 
JELLINGHAUS (eds.), Van ambtenaar tot ambtenaar: De Wet normalisering rechtspositie 
ambtenaren, The Hague, Celsius, 2018, 19-20. 
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El número de trabajadores flexibles en el sector público neerlandés ha aumentado. 
Algunos sindicatos afirman que casi el 25% del personal en la administración pública de 
Ámsterdam está empleado con un contrato flexible. Los contratos «Flex» pueden ser de 
traslado de trabajadores, contratos de cero horas, o contratos de autónomos.  
El trabajo flexible se ha ido extendiendo de forma creciente en las administraciones 
locales neerlandesas. Al igual que en Bélgica, las autoridades locales neerlandesas 
están sometidas a diferentes reglamentos que prevén que los contratos de trabajo para 
el personal temporal incluyan una posible solución para los problemas derivados del 
empleo temporal. Sin embargo, la normativa vigente relativa a los funcionarios públicos 
de las autoridades locales neerlandesas ofrece la posibilidad de nombrar unilateralmente 
a funcionarios públicos temporales.
18
 Pero estos nombramientos temporales sólo pueden 
utilizarse por un período máximo de dos años en total. En caso de que los 
nombramientos temporales superen el período de dos años, el nombramiento se 
convierte en un nombramiento de duración indefinida y tres nombramientos consecutivos 
sin interrupción de más de seis meses también deriva en un cambio hacia un 
nombramiento de duración indefinida.  
Las autoridades locales se vieron atraídas por la tentación de eludir estas 
regulaciones mediante el traslado de trabajadores de otras autoridades a sus entidades. 
Esto se tradujo en una difícil aplicación de la Directiva de la UE 1999/70/CE sobre el 
empleo de duración determinada. Sin embargo, los contratos de duración determinada 
no pueden acumularse de forma ilimitada, como decidió el Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas en los casos C-22/13, C-61/13, C-62/16, C-63/13, C-418/13 
(Mascolo versus Ministerio dell'Istruzione dell'Universita e della Ricerca), casos en los 
que las universidades públicas italianas se vieron obligadas a respetar la Directiva.
19
 Una 
cuestión similar podría plantearse en los Países Bajos en el futuro, ya que la reforma 
implica que el empleo contractual, al igual que en el sector privado, se convierte en regla 
en los Países Bajos.  
Como consecuencia de todo lo anterior, la situación actual es una cuestión primordial 
y difícil. La Ley de Normalización de los empleados públicos del sector público debe 
complementarse con la Ley de Trabajo y Seguridad, de 14 de junio de 2014, que 
establece una mayor seguridad laboral en general en el sector privado de los Países 
Bajos. Los Países Bajos cuentan en el sector privado con un sistema en el que los 
despidos de cada empleado se someten a un control exhaustivo por parte de las 
autoridades o incluso de un juez. La Ley de Trabajo y Seguridad garantiza una mayor 
                                                             
18
 CRvB, 8 December 2011, TAR 2012, 75. 
19
 Puede consultarse en https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/EN/TXT/?uri=CELEX%3A62013CJ0022 
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seguridad laboral para las personas con contratos de trabajo de duración indefinida. Esto 
significa que el empleador no puede despedir sin consentimiento previo. Algunos autores 
mencionan incluso que la estabilidad del empleo en el sector privado implica una 
estabilidad del empleo similar en el sector público.
20
 
La digitalización del puesto de trabajo ha tenido un gran impacto en el mercado 
laboral neerlandés. El 35% del mercado laboral neerlandés está cubierto por contratos 
de trabajo flexibles.
21
 Esto está relacionado con la lenta, pero segura sustitución de 
ciertas tareas en tareas digitalizadas. En el sector público, después de que el proceso de 
normalización haya tenido lugar en su totalidad, el número de empleados públicos con 
contratos de trabajo de duración indefinida podrá disminuir, debido a la voluntad del 
gobierno neerlandés de situarse a la cabeza del grupo europeo en relación con la 
digitalización. 
22
 
La normalización de las relaciones laborales parece implicar una mayor flexibilidad en 
las relaciones laborales entre el Estado como empleador y su personal. Un número 
creciente de personas en el sector público están empleadas de forma temporal.  
En la actualidad, los sindicatos siguen albergando dudas sobre la posible 
modificación de la Ley de Trabajo y Seguridad, en la que se trata de introducir más 
flexibilidad para el personal indefinido, al tiempo que se deberían incluir más 
posibilidades de trabajar con contratos de trabajo de duración determinada, permitiendo 
a los empleadores utilizar contratos temporales por un período de tres años. Las 
negociaciones están en curso, pero en los Países Bajos la normalización se ve afectada 
por el hecho de que las negociaciones no encajan necesariamente en el marco 
específico del sector público. Las negociaciones en el sector privado se centran en el 
desarrollo de plataformas digitales, como Uber, Deliveroo, etc. Esta flexibilidad no 
menciona la agenda de digitalización del sector público pero condiciona las 
negociaciones en curso entre los sindicatos y el Estado como empleador. Aun así, es 
evidente que el aumento de los contratos temporales y de los trabajadores trasladados 
en el sector público está vinculado al deseo de instalar más flexibilidad en el sector 
público.  
                                                             
20
 N. HUMMEL, “De Wet Werk en Zekerheid: omgekeerde normalisering”, TRA 2014/8-9, 10-14. 
21
  M. KEUNE and F. DEKKER, “Netherlands: the sectoral impact of digitalization on employment 
and job quality” in J. O’REILLY, F. RANFT and M. NEUFEIND (eds.), Work in the Digital Age: 
challenges of the fourth industrial revolution. Identifying the challenges for work in the digital age, 
London, Rowman and Littlefield, 2018, 305-315. 
22
 M. KEUNE and F. DEKKER, “Netherlands: the sectoral impact of digitalization on employment 
and job quality” in J. O’REILLY, F. RANFT and M. NEUFEIND (eds.), Work in the Digital Age: 
challenges of the fourth industrial revolution. Identifying the challenges for work in the digital age, 
London, Rowman and Littlefield, 2018, 305-315. 
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En esta fase, parece que la próxima reforma del sector público puede suponer que, 
en el futuro, aumentará la existencia de contratos de trabajo flexibles (contratos de 
trabajo de duración determinada) en este sector. Los Países Bajos ya cuentan con un 
número relativamente elevado de contratos de trabajo flexible y la digitalización 
desempeñará un papel importante en el proceso de esta situación.  
El futuro de las relaciones laborales en los Países Bajos conlleva un enérgico deseo 
de flexibilidad.  
VII. TRABAJO FLEXIBLE EN BÉLGICA 
En Bélgica, así como en España, existen dos categorías de personal en el sector 
público. El primer grupo del personal se refiere al funcionario público tradicional, con un 
estatuto específico, mientras que el segundo grupo está constituido por los denominados 
empleados públicos (personal con contrato de trabajo). En general, las entidades 
públicas están obligadas por ley a nombrar funcionarios públicos y, sólo pueden 
contratar empleados públicos en determinadas condiciones excepcionales. Estas 
condiciones se corresponden en la mayoría de los casos
23
 con las siguientes:  
- Contratación por una sustitución 
- Contratación por un aumento temporal del trabajo 
- Contratación para realizar tareas adicionales o específicas 
- Contratación para la ejecución de tareas que requieran experiencia o 
conocimientos de alto nivel.  
No es casualidad que esas cuatro excepciones sean precisamente las mismas que 
contempla el sector privado para la contratación de trabajadores.
24
  
El deseo de implicar una mayor flexibilidad en los procesos de trabajo llevó a la 
promulgación de una nueva normativa que posibilitaba el empleo temporal a través de 
agencias de trabajo temporal.
25
 El Real Decreto de 7 de diciembre de 2018 permite 
                                                             
23
 Cabe destacar que para las autoridades locales de la Región Flamenca la elección de en base 
a qué posibilidad realizar la contratación de funcionarios públicos es libre desde el Decreto de 9 de 
junio de 2016. El impacto de esta reforma tendrá que ser analizado. Lea sobre este tema: A. DE 
BECKER, “Autonomie en keuzevrijheid voor de tewerkstelling bij de gemeenten: wat zijn de 
gevolgen van dit nagenoeg onbegrensd vertrouwen?”, TGem, 2016/4, 219-233. 
24
 Parl. Soc., Senate, session 1992-1993, nr. 661/1, 12. 
25
 Real Decreto de 7 de diciembre de 2018 (Koninklijk Besluit 7 December 2018) relativa a la 
aplicación de la cesión temporal de trabajadores en determinados servicios federales, en las 
empresas públicas y en HR Rail, en aplicación del art. 48 de la Ley de 24 de julio de 1987 sobre el 
trabajo temporal, el empleo a través de agencias de colocación y el desplazamiento de 
trabajadores por cuenta ajena, Boletín Oficial del Estado de Bélgica, 14 de enero de 2019. 
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sustituir temporalmente a un empleado público cuyo contrato de trabajo haya sido 
suspendido o rescindido. Sin embargo, también incluye la posibilidad de contratar 
personal contractual por un aumento temporal de la carga de trabajo o por una carga de 
trabajo excepcional. El gobierno federal menciona, explícitamente, que el objetivo es 
dotar de flexibilidad al personal de las administraciones federales y de las instituciones 
públicas federales. Del mismo modo, el 28 de abril de 2018, el Parlamento flamenco 
aprobó un Decreto sobre los trabajadores subcontratados por agencias de trabajo 
temporal en el sector público flamenco y en las entidades locales.
26
 Una vez más, en los 
trabajos preparatorios de este Decreto, se menciona explícitamente que esta nueva 
intervención legislativa tiene por objeto mejorar la flexibilidad en el sector público;
27
 
evidentemente, indica que la flexibilidad está asociada a estas nuevas formas de 
empleo.  
A mayor escala y a menudo, se defiende que un aumento del uso de elementos 
digitales (tanto en Bélgica como en los Países Bajos) supondrá que mayor flexibilidad en 
el mercado laboral. Esta flexibilidad puede acarrear unas relaciones laborales más 
flexibles.
28
 Sin embargo, es evidente que la economía «gig» y la digitalización han dado 
lugar a formas de empleo más precarias que han generado diferentes formas de empleo 
en el sector público. En consecuencia, el estatuto de los funcionarios públicos puede 
verse modificado debido a la necesidad de flexibilidad, que obviamente está vinculada al 
proceso de digitalización en los sectores público y privado.  
VIII. CONCLUSIÓN SOBRE LA FLEXIBILIDAD EN RELACIÓN CON EL ESTATUTO 
DE FUNCIONARIOS 
Este documento en curso, obviamente, sólo ofrece una primera impresión de la 
cuestión e indica hasta qué punto dos situaciones completamente diferentes en el tiempo 
y en el lugar conducen a resultados similares. 
El proceso de digitalización en el sector público genera obviamente una 
individualización de las relaciones laborales en el sector público, que puede dar lugar a 
preguntas sobre la formulación de regulaciones unilaterales, ecuánimes y duraderas para 
los funcionarios públicos. En Bélgica y en los Países Bajos, es obvio que se está 
                                                             
26
 Decreto de 28 de april de 2018 sobre el empleo a través de agencias de colocación en los 
servicios públicos y las autoridades locales flamencas, Boletín Oficial del Estado de Bélgica, 16 de 
mayo de 2018. 
27
 Parl. Doc., Flemish Parliament, session 2017-2018, nr. 1515/1, 6. 
28
 L. SELS, S. VANSTEENKISTE and H. KNIPPRATH, Toekomstverkenningen arbeidsmarkt 
2050, 2017, 16. Puede consultarse en http://www.steunpunt.be/files/werkrapport_2017_01 
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produciendo un incremento del empleo temporal (incluso, más allá de la posibilidad de 
contrataciones con contratos de trabajo regularizados en Bélgica).  
El enfoque de la UE, que no distingue entre el concepto de "trabajador" en el sector 
privado y en el sector público, lo hace incluso más complejo. Mientras que antes se 
consideraba que el sector público era una excepción a la regla en lo que respecta a sus 
relaciones laborales y de empleo, ahora tiene que adaptarse a la evolución del sector 
privado y al deseo de flexibilidad. Esta tendencia está influenciada por la digitalización.  
La evolución actual en Bélgica y los Países Bajos parece indicar que el uso de un 
concepto común de "trabajador" conduce a un cambio en las relaciones laborales en el 
sector público. Esto, no sólo supone pasar de estatuto a contrato, sino también transitar 
desde la estabilidad del empleo a la contratación temporal.  
IX. CONCLUSIÓN GENERAL 
El artículo tiende a analizar dos aspectos diferentes del impacto de la armonización 
de la legislación laboral y derecho laboral en el sector público (total o parcialmente) como 
consecuencia de la influencia de la regulación de la UE.  
La nueva regulación ha facilitado la aplicación de la legislación en relación con el 
teletrabajo. El primer aspecto se refiere a la aplicación de la regulación al teletrabajo. El 
Acuerdo Marco sobre Teletrabajo (que constituye un elemento importante de la 
digitalización) era aplicable tanto en el sector público como en el privado. 
Es sintomático que el informe de los interlocutores sociales sobre la aplicación del 
Acuerdo Marco siga sin ver las consecuencias de su aplicación en el sector público. Las 
dificultades y diferencias en la aplicación de este Acuerdo Marco en Bélgica y los Países 
Bajos parecen no interesar a las instituciones de la UE. Esto puede representar un riesgo 
en el futuro, en caso de que se cuestionen las recomendaciones relativas a la 
digitalización y sus repercusiones en el empleo y en las relaciones laborales en el sector 
público.  
El segundo factor se refería al paso hacia la utilización de trabajadores temporales y 
trabajadores trasladados en el sector público. La demanda de flexibilidad, unida a la 
evolución que supone no distinguir las relaciones laborales y de empleo entre el sector 
privado y el sector público, conduce a un cambio en las relaciones laborales y, no sólo 
del régimen estatutario a una situación contractual, sino también (en menor medida) de 
los contratos de trabajo indefinido a los contratos temporales. No debe olvidarse que la 
tendencia de la UE a utilizar una terminología común para los sectores público y privado 
a nivel de la Unión facilita la desaparición de esta distinción. Es necesario saber qué 
aportará en un futuro próximo el reglamento relativo a la economía de plataformas. 
Continuará. 
